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El Pleno del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunido en Zamora el día 20 de 
mayo de 2010, ha examinado el 
anteproyecto de ley de creación del 
Colegio Profesional de Terapeutas 
Ocupacionales de Castilla y León , y 
a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 16 de abril de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al anteproyecto de 
ley de creación del Colegio Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla 
y León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 21 de abril de 

2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 468/2010, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Amilivia González. 

 
Primero.- El anteproyecto. 

 
El anteproyecto de ley sometido a consulta consta de una exposición de 

motivos, cinco artículos, una disposición adicional, tres disposiciones transitorias 
y una disposición final.  

 
El anteproyecto de ley se estructura del siguiente modo: 
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Exposición de motivos. 
 
Artículo 1. Objeto y naturaleza jurídica. 
 
Artículo 2. Ámbito territorial. 
 
Artículo 3. Ámbito personal. 
 
Artículo 4. Colegiación. 
 
Artículo 5. Relaciones con la Administración de Castilla y León. 
 
Disposición adicional. Ejercicio de las funciones del Consejo de Colegios 

de Castilla y León. 
 
Disposición transitoria primera. Comisión gestora. 
 
Disposición transitoria segunda. Asamblea constituyente. 
 
Disposición transitoria tercera. Estatuto del Colegio Profesional. 
 
Disposición final. Entrada en vigor. 
 
Este anteproyecto tiene como finalidad la creación del Colegio 

Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León y viene a dar 
respuesta a las previsiones de la Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios 
Profesionales de Castilla y León, y a lo dispuesto en el capítulo I del título I del 
Reglamento de Colegios Profesionales de Castilla y León, aprobado por el 
Decreto 26/2002, de 21 de febrero. 

 
El párrafo primero del artículo 6.1 de la Ley 8/1997, de 8 de julio, 

establece que “La creación de Colegios Profesionales en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León se realizará, mediante petición 
mayoritaria y fehacientemente expresada de los profesionales interesados, por 
Ley de las Cortes de Castilla y León”. 
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 Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de documentos que lo conforma, figuran los siguientes: 

 
 - Solicitud presentada en el registro único de las Consejerías de la 

Presidencia, Administración Autonómica e Interior y Justicia el 15 de julio de 
2006, por la Asociación Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y 
León (en adelante, APTOCYL), en la que piden que por la Administración se 
inicien los trámites necesarios para la constitución del Colegio Profesional de 
Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León. 

 
Dicha solicitud se acompaña de siete anexos, en los que figuran la 

petición mayoritaria y fehacientemente expresada de los profesionales 
interesados con domicilio residencial o laboral en Castilla y León, el acta de la 
asamblea extraordinaria de la asociación celebrada el 8 de marzo de 2008, en 
la que se adopta el acuerdo del inicio de las gestiones encaminadas a alcanzar 
la constitución del Colegio de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León, el 
plan de estudios o temario del título oficial, el certificado de la Dirección 
General de Trabajo y Prevención de Riesgos Laborales sobre el depósito de sus 
Estatutos y del Acta de Constitución de 6 de mayo de 1998 en la Dirección 
General de Trabajo de la Consejería de Industria, Comercio y Turismo de la 
Junta de Castilla y León. 
 
  Consta asimismo en el expediente remitido la identificación de la 
vocal de la Junta Directiva encargada de los trámites para la creación del 
Colegio Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León. 
 

 - Solicitud de informe a las Consejerías de Sanidad, Educación y 
Familia e Igualdad de Oportunidades sobre la petición de creación del Colegio 
Profesional formulada por la APTOCYL y remisión de los informes favorables de 
las citadas Consejerías, respectivamente los días 5 de diciembre, 26 de 
noviembre de 2008 y 19 de enero de 2009. 

 
 - Petición de informe a la Delegación de la Agencia Estatal de la 

Administración Tributaria para acreditar la representatividad de la profesión, y 
el número de personas que en la Comunidad Autónoma se encuentran dados 
de alta en el Impuesto de Actividades Económicas para ejercer la profesión de 
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Terapeuta Ocupacional. El 5 de mayo de 2009, la mencionada Agencia informa 
de que no existe epígrafe separado para esta profesión, por lo que se les da de 
alta en los epígrafes que engloban varios profesionales, como el 849 
(Profesionales Parasanitarios) o el 899 (Otros Profesionales).  

 
Consta asimismo, la petición a la Dirección General de Trabajo y 

Relaciones Laborales de la Consejería de Economía y Empleo a fin de evaluar la 
representatividad de la petición formulada por la Asociación Profesional. Dicho 
informe se emite el 13 de abril de 2009. 

 
 - Acreditación de la petición mayoritaria y fehaciente, que se 

realiza mediante diversos trámites: anuncio de 18 de mayo de 2009 de la 
Gerencia Regional de Justicia, relativo a la petición de subsanación de la 
solicitud de creación del Colegio Profesional de Terapeutas Ocupacionales de 
Castilla y León, publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” el 26 de mayo 
de 2009, Resolución de 7 de julio de 2009, de la Gerencia Regional de Justicia, 
por la que se somete a información publica el censo provisional de terapeutas 
ocupacionales en el ámbito territorial de Castilla y León (consta asimismo 
corrección de errores de la citada Resolución) y, por último, Resolución de 1 de 
septiembre de 2009 (Boletín de 21 de septiembre) por la que se da publicidad 
al censo definitivo de terapeutas ocupacionales en el ámbito territorial de 
Castilla y León. 
 
  - Borrador del anteproyecto de ley de creación del Colegio 
Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León. 
 
  - Resolución de 17 de noviembre de 2009, de la Gerencia Regional 
de Justicia, por la que se acuerda la apertura de un periodo de información 
pública. 
 

 - Petición de informe a las diversas Consejerías de la 
Administración de la Comunidad. Presentan observaciones las Consejerías de 
Fomento, de Medio Ambiente, de Familia e Igualdad de Oportunidades y de 
Educación. 

 
 - Memoria del anteproyecto, que se refiere al objeto, competencia 

y justificación, al marco normativo en el que se pretende integrar la tabla de 
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vigencias, a la no previsión de costes económicos y a la tramitación del 
procedimiento.  
 

 - Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 2 de marzo 
de 2010. 

 
 - Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 

Comunitarios de la Consejería de Hacienda de 12 de marzo de 2010, en el que 
se indica que “se trata de la creación de una corporación de derecho público 
que no tiene implicaciones económico presupuestarias para la Administración 
de la Comunidad”. 

 
- Addenda a la Memoria explicativa de 31 de marzo de 2010, en la que 

se recogen una serie de correcciones como consecuencia de las observaciones 
realizadas.  
 
 - Texto definitivo del anteproyecto de ley sometido a dictamen. 
  

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León.  
 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad y encomienda al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 

 
La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, califica 

en su artículo 4.1.c) como preceptiva la consulta para el supuesto de 
anteproyectos de ley y reserva esta competencia para el Pleno, conforme 
previene su artículo 19.2. 
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2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
de los proyectos de ley. 

 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 

 
Para el supuesto de los anteproyectos de ley se considera 

documentación necesaria la exigida por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León. Conforme a dicho precepto el anteproyecto, cuya elaboración se 
iniciará en la Consejería competente por razón de la materia, deberá ir 
acompañado de una Memoria en la que se incluirá: 

 
 a) Un estudio del marco normativo en el que pretende 

incorporarse, con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de vigencias. 
 
 b) Los informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad. 
 
 c) Un estudio económico con referencia al coste a que dará lugar, 

en su caso, así como a su financiación. 
 
 d) La expresión de haber concedido trámite de audiencia -cuando 

fuere preciso- y efectuado las consultas preceptivas. 
 
 e) Informe motivado de las razones imperiosas de interés general 

que determinen el efecto desestimatorio del silencio administrativo. 
 
 f) De establecerse un régimen de autorización para el acceso o 

ejercicio de una actividad de servicios, motivación suficiente sobre la 
concurrencia de las condiciones de no discriminación, necesidad y 
proporcionalidad, así como, en su caso, de la concurrencia de estas mismas 
condiciones en relación con los requisitos previstos en el artículo 11.1 o en el 
artículo 12.2 de la Ley sobre el acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio. 
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Además, la citada Ley exige que el anteproyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, que los Servicios Jurídicos de la Comunidad 
informen sobre él y que, previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, se someta al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea 
preceptiva. 

 
Obra en el expediente el informe favorable de la Dirección General de 

Presupuestos y Fondos Comunitarios de la Consejería de Hacienda, con el que 
se da cumplimiento a lo exigido en el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de 
mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León.  

 
Consta igualmente el informe preceptivo de la Dirección de los Servicios 

Jurídicos, tal como exigen la Ley 3/2001, de 3 de julio, el artículo 4.2.a) de la 
Ley 6/2003, de 3 de abril, de Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y 
León, y el artículo 2.5º.A.c) del Decreto 17/1996, de 1 de febrero, de 
organización y funcionamiento de los Servicios Jurídicos de la Comunidad de 
Castilla y León. 

 
En el presente caso, y como ha quedado reflejado en los antecedentes 

de hecho, se acredita con la documentación enviada que el anteproyecto ha 
sido examinado por las partes interesadas, las cuales han tenido ocasión de 
formular diversas alegaciones y observaciones a aquél. 

 
Puede afirmarse que el anteproyecto cumple las exigencias sustanciales 

de elaboración de las normas. 
 
3ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 
 
El título II de la Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios Profesionales de 

Castilla y León, refiere su capítulo II a la constitución de los Colegios 
Profesionales como el que ahora es objeto de creación.  

 
La iniciativa de creación de estos Colegios requiere “petición mayoritaria 

y fehacientemente expresada de los profesionales interesados”. 
 
Al respecto cabe señalar que, planteada la solicitud de iniciación del 

expediente por la APTOCYL, la Consejería de Interior y Justicia publicó diversos 
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anuncios y resoluciones en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y dio, 
asimismo, publicidad a los censos provisional y definitivo con el fin de 
garantizar la petición mayoritaria de los profesionales. Por lo tanto, se cumplen 
los requisitos legales requeridos para la creación del Colegio, sin que proceda 
hacer objeción alguna de legalidad a la creación propuesta. 

 
En relación con lo anterior, cabe añadir que el anteproyecto respeta la 

legislación básica estatal en esta materia, constituida por la Ley 2/1974, de 13 
de febrero, de Colegios Profesionales, en la medida en la que se refiera a los 
criterios básicos en materia de organización y competencia, y por el artículo 15 
de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, marco normativo 
en el que se dictó la ya citada Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios 
Profesionales de Castilla y León. 

 
 La competencia de la Comunidad en relación con los Colegios 
Profesionales resulta del artículo 71.1.14º del Estatuto de Autonomía y del Real 
Decreto 2.166/1993, de 10 de diciembre, sobre traspaso de funciones de la 
Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de Castilla y León en 
materia de Colegios Oficiales o Profesionales. 
 
 Resulta competente para tramitar el procedimiento de elaboración del 
anteproyecto la Consejería de Interior y Justicia, conforme a lo previsto en el 
Decreto 70/2007, de 12 de julio, por el que se establece su estructura orgánica. 
 
 Hecha la anterior exposición y examinado el expediente remitido, este 
Consejo Consultivo ha de realizar las observaciones al texto que se exponen a 
continuación. 
 

Exposición de motivos. 
 

Con carácter general, tal y como expresa el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban las directrices de 
técnica normativa, la parte expositiva de la disposición cumple la función de 
describir su contenido, indicando su objeto y finalidad, sus antecedentes y las 
competencias y habilitaciones en cuyo ejercicio se promulga. Si es preciso, 
resumirá sucintamente dicho contenido, a fin de lograr una mejor comprensión 
del texto del articulado. Se evitarán las exhortaciones, las declaraciones 
didácticas o laudatorias u otras análogas.  
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En el presente supuesto, el contenido de la exposición de motivos 

satisface el mínimo imprescindible, habida cuenta de que en ella, tras citarse 
sus antecedentes y el título competencial en cuyo ejercicio se dicta, se reseña 
de manera concisa tanto el objetivo que persigue la norma como algunos de los 
principales aspectos de su regulación, sin perjuicio de omitir la formula 
promulgatoria. 
 
 La Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones 
Sanitarias, cuyos preceptos tienen en su mayoría carácter básico, califica a los 
terapeutas ocupacionales como profesionales sanitarios. El artículo 2.1 de dicha 
Ley destaca que “(…) las profesiones sanitarias (…) están organizadas en 
colegios profesionales oficialmente reconocidos por los poderes públicos, de 
acuerdo con lo previsto en la normativa específicamente aplicable”. En la 
exposición de motivos se incluyen, acertadamente, las funciones que según el 
artículo 7.2.c) de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, corresponden a los 
diplomados universitarios en terapia ocupacional. 
 

Artículo 4. Colegiación. 
 
Respecto a la obligatoriedad de colegiación, el Tribunal Constitucional 

(por todas, Sentencia de 1 de octubre de 1998) ha señalado que “la obligación 
de incorporación a un Colegio para el ejercicio de la profesión se justifica no en 
atención a los intereses de los profesionales, sino como garantía de los 
intereses de sus destinatarios”. 

 
El artículo 4 del anteproyecto de decreto objeto de consulta establece la 

obligación de que para el ejercicio de la profesión de terapeuta ocupacional en 
la Comunidad de Castilla y León, es requisito indispensable la incorporación al 
Colegio Profesional de Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León, en los 
términos previstos en la normativa básica estatal y en la Ley 8/1997 de 8 de 
julio, de Colegios Profesionales de Castilla y León. 
 

Recoge, por tanto, lo dispuesto en el artículo 16.2 de la Ley 8/1997 de 8 
de julio, de Colegios Profesionales de Castilla y León, conforme a la redacción 
dada por el número dos del artículo 3 del Decreto Ley 3/2009, 23 diciembre, de 
Medidas de Impulso de las Actividades de Servicios en Castilla y León, que 
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dispone que “Para el ejercicio en Castilla y León de cualquier profesión 
colegiada será necesario pertenecer al Colegio correspondiente en los términos 
previstos en la normativa básica estatal”. 

 
En cuanto a la remisión efectuada la normativa básica estatal, es preciso 

destacar que el artículo 3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero -conforme a la 
redacción dada por el número cinco del artículo 5 de la Ley 25/2009, de 22 de 
diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre 
el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio- dispone en su 
apartado 2 que “Será requisito indispensable para el ejercicio de las profesiones 
hallarse incorporado al Colegio Profesional correspondiente cuando así lo 
establezca una ley estatal”. 

 

Precisa el apartado 3 que “Cuando una profesión se organice por 
colegios territoriales, bastará la incorporación a uno solo de ellos, que será el 
del domicilio profesional único o principal, para ejercer en todo el territorio 
español. A estos efectos, cuando en una profesión sólo existan colegios 
profesionales en algunas Comunidades Autónomas (tal y como sucede en este 
caso), los profesionales se regirán por la legislación del lugar donde tengan 
establecido su domicilio profesional único o principal, lo que bastará para 
ejercer en todo el territorio español”. 

 
También dispone que “Los Colegios no podrán exigir a los profesionales 

que ejerzan en un territorio diferente al de colegiación comunicación ni 
habilitación alguna ni el pago de contraprestaciones económicas distintas de 
aquellas que exijan habitualmente a sus colegiados por la prestación de los 
servicios de los que sean beneficiarios y que no se encuentren cubiertos por la 
cuota colegial”. 

 
Por último en cuanto a la colegiación del personal funcionario y laboral 

de las Administraciones Públicas, el artículo 4 del anteproyecto se remite a la 
Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios Profesionales de Castilla y León, cuyo 
artículo 16.2 establece en su párrafo segundo que “Los funcionarios y el de las 
Administraciones Públicas en Castilla y León no necesitarán estar colegiados 
para el ejercicio de sus funciones administrativas, ni para la realización de 
actividades propias de una profesión por cuenta de aquéllas, cuando el 
destinatario inmediato de tales actividades sea la Administración”. 
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 4ª.- Observaciones de técnica normativa y correcciones 
lingüísticas. 
 

La cita de leyes y otras disposiciones debe realizarse de forma íntegra y 
exacta, es decir, con su número, fecha completa y título (esto último al menos la 
primera vez que se mencionen). Así, en la exposición de motivos se debería citar 
el Real Decreto 1.420/1990, de 26 de octubre, por el que se establece el título 
universitario oficial de Diplomado en Terapia Ocupacional y las directrices 
generales propias de los planes de estudios conducentes a la obtención de 
aquélla. 

 
La disposición transitoria tercera debería hacer referencia a la Consejería 

competente en materia de colegios profesionales y no a la Consejería de 
Interior y Justicia. Esta circunstancia, sin embargo, sí se ha previsto en el 
artículo 5, que se refiere a la Consejería competente en materia de colegios 
profesionales.  

 
Deberían eliminarse las determinaciones de órganos concretos y 

sustituirlas por referencias genéricas a los órganos o servicios competentes, ya 
que este Consejo Consultivo viene destacando ese criterio de designación como 
fórmula adecuada de pervivencia del alcance que haya de tener el articulado de 
toda disposición normativa, por encima de las variaciones orgánicas y de 
denominación que el funcionamiento de la Administración impone. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Consideradas las observaciones formuladas, puede elevarse a la Junta de 

Castilla y León para su aprobación y ulterior remisión a las Cortes como 
proyecto de ley, el anteproyecto de ley de creación del Colegio Profesional de 
Terapeutas Ocupacionales de Castilla y León.  

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  
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